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Presentación

La República Dominicana se encuentra en un proceso de transición política desde una cultura
tradicionalmente autoritaria, hacia el fortalecimiento de la Democracia. En ese proceso de
redefinición del rol del Estado y sus relaciones, se han abierto mayores espacios para la

iniciativa privada, y para una  amplia participación de las organizaciones de la sociedad civil (OSCs),
tanto en la formulación de políticas como en la provisión de servicios públicos. El mismo ha estado
acompañado de  múltiples esfuerzos para establecer  las nuevas reglas del juego entre el mercado, el
estado y la sociedad civil, en una dinámica de responsabilidades y acciones conjuntas, de cara a
una gestión participativa de la vida nacional.

El proceso de reforma y modernización del Estado en marcha en la República Dominicana
implica un proceso complementario y recíproco de fortalecimiento de la Sociedad Civil.  Convencidos
de que no hay estado eficiente con una sociedad civil débil, desde octubre del 1998 el Instituto
Tecnológico de Santo Domingo (INTEC), junto a un grupo plural y diverso de organizaciones, dio
inicios al Programa de Fortalecimiento de las Organizaciones de la Sociedad Civil (PFOSC), con el
objetivo general de apoyar el esfuerzo integrado de las OSCs dominicanas por fortalecer su interacción
institucional, su relación con el Estado y sus niveles de participación.

Un auspiador entusiasta y comprometido con el  Programa ha sido el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID), quien desde 1997 ha convocado la unión de esfuerzos y recursos en apoyo al
objetivo precedentemente citado. En esa dirección, ha apoyado el Programa, desde su formulación
y ejecución, a través de las Cooperaciones Técnicas No Reembolsables ATN/SF-6142-DR
(US$300,000) y ATN/SF-7247-DR (US$150,000). Nuestro especial agradecimiento y reconocimiento
al BID, por las relaciones interinstitucionales sostenidas en la ejecución de las Cooperaciones Técnicas
de referencia, caracterizadas por el compromiso y voluntad de auspiciar procesos participativos,
creativos, flexibles y dinámicos.

En este esfuerzo, la participación activa de aproximadamente unas 450 organizaciones y en
especial, el compromiso del Equipo Núcleo, espacio fundador del Programa, el Consejo Supervisor
del mismo, así como los Grupos Facilitadores Regionales, han sido pilares fundamentales de los
logros alcanzados.  A todas ellas, el INTEC les reconoce y agradece de manera especial. Las alianzas
construidas en estos dos años, ha sido el principal resultado alcanzado. Son muchas las lecciones
aprendidas. Por igual, son muchos los nuevos retos y desafíos.

Otro coauspico especial, lo constituyó el aporte de OXFAM, a través del Convenio DMR-611-
A9/AO(US$46,916.00). A esta entidad amiga, nuestro sincero agradecimiento, el  cual permitió dar
respuestas a las demandas de participación que nos hizo la realidad misma, permitiendo la
implementación de la estrategia de participación regional y sectorial de las OSC, posibilitando la
presencia del Programa en todo el ámbito nacional y apoyando la edición de las publicaciones.

En estos dos años, las acciones prioritarias que  hemos estado impulsando son: la promoción de
un marco jurídico que propicie la asociación y participación de los ciudadanos, tanto hombres
como mujeres; la identificación de nuevas formas de entrega de servicios; la promoción de la



filantropía y el voluntariado; el establecimiento de mecanismos de apoyo financiero y técnico para
la inserción económica de los sectores más vulnerables de la sociedad en particular de las mujeres.

Desde esta experiencia, hemos reafirmado nuestra convicción de que el fortalecimiento
democrático no es solo el crecimiento de la sociedad civil y sus organizaciones; además de su
crecimiento, un elemento  clave es la forma como se relacionan con la sociedad política, es decir el
nivel de articulación que tienen con el estado y los mecanismos a través de los cuales se da dicho
relacionamiento.

Otra limitación significativa en todos los esfuerzos desarrollados, es la ausencia de perspectiva
de género que atraviesa la relación estado – OSC, y forma parte de la constitución y existencia
misma de ambos sectores, pero cuya superación es fundamental para la construcción democrática y
el desarrollo social.

En este tiempo, hemos identificado como prioritario que la nueva relación estado - osc que se
construya, legitime e institucionalice la participación ciudadana de Hombres y Mujeres en los espacios
de decisión publica y que se puedan colocar las demandas especificas orientadas por la equidad de
genero. Impulsar la  incorporación de la perspectiva de género en todas las acciones, y particularmente
en las nuevas relaciones estado - osc, es fundamental para facilitar, tanto en el ámbito político como
programático y organizativo, los cambios que permitan una verdadera equidad  social.

Desde el Programa se ha estado apoyando el proceso en marcha de búsqueda de nuevas reglas
para las relaciones estado – sociedad civil  que disminuyan la desconfianza mutua y hagan transparente
dicha relación, de cara a la participación conjunta en el desarrollo Nacional. Los roles tradicionales
de oposición y desconfianza deben modificarse y redefinirse para lograr alianzas estratégicas en ese
nuevo espacio.

Un resultado concreto de ese proceso ha sido la realización de importantes estudios e
investigaciones que reflejan la realidad de las organizaciones de la sociedad civil dominicana.

Todo la anterior nos mueve a ratificar nuestro compromiso contraído de apoyar al país en el
proceso de consolidación de la democracia dominicana, de fortalecer las organizaciones de la
Sociedad Civil y de establecer las bases para una nueva relación entre el Estado y la Sociedad,
esfuerzos que deben mantenerse como una prioridad nacional.

Nuestro sincero reconocimiento a las organizaciones de la sociedad civil, entidades
gubernamentales y consultores nacionales e internacionales que han aportado a la construcción de
toda este acervo documental, un referente importante y posiblemente único en su género para toda
la región.

Hoy, la publicación de la Colección Sociedad Civil representa una referencia importante de
divulgación de los estudios e investigaciones que se realizaron y constituye un insumo esencial para
continuar avanzando en la institucionalización de la sociedad civil dominicana a través de procesos
de capacitación y articulación de alianzas estratégicas entre las organizaciones de la sociedad civil
y el Estado.

Rafael Toribio
INTEC



E l Programa de Fortalecimiento de Organizaciones de la Sociedad Civil en su Fase I,
desarrollada en el período octubre 1998-enero 2001, identificó el  “Estado del Arte” o sea
el nivel de información que existía sobre el tema de las Organizaciones de la Sociedad

Civil y produjo catorce (14) documentos integrando la información crítica existente en el país sobre
aspectos clave de la realidad de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) dominicanas tales
como su entorno legal, los mecanismos actuales de participación, la contratación con el Estado, la
articulación, la coordinación interinstitucional, el inventario y los mecanismos de relacionamiento
existentes entre las OSC y el Estado.

Estos estudios fueron realizados por  especialistas dominican@s en que integraron y sintetizaron
la información existente. Dichos estudios fueron complementados con  los análisis y propuestas de
cuatro (4) expertos internacionales de alto nivel sobre la materia, incorporando el análisis de las
experiencias vividas por ellos en países similares a la luz de la realidad dominicana, haciendo
recomendaciones viables y alcanzables, para que los Equipos Interinstitucionales y Grupos de Trabajo
integrantes del Programa, fortalecieran  su base de información y conocimiento para la elaboración
de la nueva normativa.

Igualmente, el Programa previó  la contratación de una consultoría nacional especializada en la
Incorporación de la Perspectiva de Género a Programas y Políticas Sociales, cuyas recomendaciones
posibilitaran la incorporación de la perspectiva de género en la definición, implementación y
productos previstos y alcanzados por el mismo.

Todo este proceso contó con la participación activa de 5 grupos de consulta representando
geográficamente todo el territorio nacional (Distrito Nacional, Cibao, Este, Sur y Nordeste), a la
vez que permitió avanzar en la construcción de una propuesta de articulación de un  Marco Legal
Tributario y de Política Pública y la normatividad necesaria para impulsar la participación de la
sociedad civil y la democratización de las relaciones entre ésta y el estado, buscando una mayor
capacidad de control social y mejor nivel de gobernabilidad democrática.

La segunda fase del Programa que se inició en febrero del 2001, busca ofrecer oportunidades de
socialización del conocimiento producido y contribuir con la construcción de una nueva cultura
institucional y del establecimiento de alianzas estratégicas entre el Estado  y las Organizaciones de
la Sociedad Civil (OSC).

Con esta finalidad se crea la Colección Sociedad Civil la cual estará integrada por la Serie
Documentos de trabajo y  la Serie Capacitación.

La Colección Sociedad Civil  contendrá  los informes de consultorías nacionales e internacionales
sobre las temáticas de clasificación, articulación de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC),
instrumentos, mecanismos y marcos legales para la participación, desarrollo interinstitucional,
políticas públicas para el control social, tributación y fomento de la inversión social empresarial y
relaciones Estado-OSC que se realizaron en el marco de la primera fase del Programa de
Fortalecimiento de Organizaciones de la Sociedad Civil.

Nota Preliminar



Será un instrumento de divulgación que contribuirá estratégicamente  a fortalecer las capacidades
de las OSC, entidades Públicas y Sector Privado, y facilitar la construcción de una cultura de la
cooperación, desde una perspectiva de equidad social y de género, a fin de generar alianzas que
conduzcan a la participación conjunta, informada y corresponsable en el desarrollo social bajo
reglas de juego democráticas.

A través de la Serie Documentos de Trabajo se divulgarán los estudios e investigaciones realizadas
y se asegurará la difusión de la información, de forma tal que las OSC, el Estado y el Sector Privado,
se apropien de los conocimientos producidos por el Programa, constituyéndose en una herramienta
fundamental para el proceso de relacionamiento, el apoyo a la comprensión de la necesidad de
establecer un nuevo marco regulatorio y  la negociación del  mismo, así como la sostenibilidad del
proceso en el largo plazo.

La Serie Documentos de Trabajo recogerá estudios e investigaciones realizados en torno a
temáticas relevantes como:

• Las organizaciones de la Sociedad Civil en República Dominicana

• Legislación y Sociedad Civil en la República Dominicana

• Las relaciones Estado - Organizaciones de la Sociedad Civil en República Dominicana

• Organizaciones de la Sociedad Civil: Diálogo y necesidades de capacitación

• Género y ciudadanía

La temática “ Legislación y Sociedad Civil en la República Dominicana”  recoge los resultados
de seis estudios e investigaciones que se realizaron con el propósito de recopilar, integrar y sintetizar
información existente dispersa y relacionada en el ámbito legislativo en torno a la contratación,
control social de la gestión pública, regulación y legislación tributaria así como la formulación de
un nuevo marco legal para la participación social en la República Dominicana. Incluye también un
trabajo internacional  sobre capacitación y transferencia de conocimientos en derecho tributario y
promoción filantrópica.

Tal y como previó el Programa, desde su Primera Fase, ampliar la participación y fortalecer la
relación Estado - Sociedad Civil  es un proceso nuevo, tanto en República Dominicana como en los
demás países de Latinoamérica y el Caribe. Los conceptos, las reglas de juego y las metodologías
que soportan estos procesos apenas están en construcción. Aún no existen manuales, guías
académicas, o  rutas criticas que aseguren la implementación exitosa de este proceso.

Hemos aprendido que la construcción de  procesos de esta naturaleza es lenta y puede llegar a
tomar varios años. Sin embargo, hemos aprendido que si se utilizan metodologías apropiadas, que
permitan transferir y adaptar las experiencias, documentación, propuestas y resultados vividos, se
disminuyen las dificultades y se optimizan radicalmente recursos de tiempo y dinero.



No dudamos en afirmar que este esfuerzo representa un acervo documental de imperecedero
valor, para la realización de estudios, investigaciones y/o la formulación de nuevas propuestas de
espacios e institucionalización de la democracia dominicana. O simplemente, su existencia y acceso
a todo público en las principales bibliotecas públicas y privadas y en los centros de documentación
de instituciones públicas y sociales, contribuirá a la creación de una opinión pública crítica,
documentada y fortalecida.

La Colección Sociedad Civil  y la Serie Documentos de trabajo constituyen un paso de avance
esencial en el proceso de fortalecimiento de las Organizaciones de la Sociedad Civil y de la
institucionalidad democrática.

Ana Selman
Coordinadora Técnica

Guadalupe Valdez
Coordinadora Capacitación



Control social de la gestión pública por las Organizaciones de la Sociedad Civil dominicanas: Legislación y propuestas

1. Introducción

La presente investigación sobre la legislación para el control social de la gestión pública por parte
de las organizaciones de la sociedad civil presenta  previo al contenido de la investigación realizada
un esbozo de marco teórico acerca de los siguientes conceptos:

1. Legislación

2. Control

3. Control Social

4. Gestión pública

5. Organizaciones de la sociedad civil

Precisar esos conceptos es importante para contextualizar y delimitar la investigación. A seguidas
se hace un resumen ejecutivo del trabajo realizado.

Con relación a la investigación, ésta se diseña en dos partes:

1. Legislación y mecanismos de control social existentes.

2. Propuestas de control social por parte de la sociedad civil.

La forma de presentación escogida ha sido la de una matriz, pues la misma facilita captar de una
sola vez las áreas en estudio, las fuentes, la descripción, más una columna de observaciones del
autor.

Se presenta luego una sección sobre los principales hallazgos, en cada una de las partes; le sigue
otra donde se precisan, amplían y agregan, según el caso, las observaciones y, luego, un punto con
las recomendaciones. La bibliografía de la parte II se ha diferenciado en: las fuentes que proceden
del documento del Diálogo Nacional, “Un Proyecto de Nación” y las otras fuentes provenientes de
documentos de las organizaciones consultadas.
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2. Marco Teórico

Legislación

Por legislación se entenderá no sólo el conjunto de leyes que integran el derecho positivo
y objetivo del Estado dominicano, sino, además, el conjunto de disposiciones legales:
Constitución, leyes, decretos, reglamentos, resoluciones vigentes, sentencias.

Se excluye la idea de una legislación consuetudinaria reconocida y aceptada por fuerza
de la costumbre o prácticas de gestión.

Control

Por control se entenderá toda acción de comprobación, examen, inspección, verificación,
observación del cumplimiento de una norma legal establecida, referida a las prerrogativas
de la gestión pública.

Control Social

Control social es el establecido por parte de diferentes instancias de la sociedad sobre
los órganos y organismos de gestión pública, especialmente por las organizaciones de la
sociedad civil.

Medios para el Control Social

Se consideran medios para el control social la representación y/o delegación orgánica
permanente, coyuntural u ocasional, siempre que una norma jurídica lo contemple, lo
posibilite o no lo impida, tomando en cuenta el principio constitucional que establece
que lo que no está prohibido está permitido.

Dado el estado actual del control social en República Dominicana se considera, también,
un medio potencial de control social, la representación social a título individual, en
interés de la ciudadanía, entendiéndola como un tránsito, convertible en una
representación orgánica de la sociedad civil.

Se excluye aquí el control social extra – legal surgido de situaciones de hecho de presión
social o presión pública como la ejercida por protestas, huelgas, lo medios de
comunicación, que también es efectivo.
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Gestión Pública

Se refiere a los actos del Gobierno Central (órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial); a los gobiernos
locales o ayuntamientos; a los llamados organismos autónomos y a los descentralizados, así como
también a las empresas del Estado.

Organizaciones de la Sociedad Civil

Se entiende aquí por organizaciones de la sociedad civil aquellas que se definen como defensoras
del interés general, de lo público, que no están animadas por un fin lucrativo individual, y en las
cuales los intereses grupales o corporativos se supeditan o están en función del beneficio de los
ciudadanos y ciudadanas, es decir, del interés de las mayorías.
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3. Resumen Ejecutivo

De la investigación realizada acerca del control social a la gestión pública contemplado
en la legislación dominicana, queda evidenciado que existe una amplia normativa que
posibilita la información, la inspección, el examen, la verificación y el seguimiento de
diversas áreas de la gestión pública.

Más de cincuenta (50) instrumentos legales, entre leyes, reglamentos, resoluciones,
sentencias, incluyendo un instrumento internacional, como lo es la Convención
Interamericana sobre Derechos Humanos, de la cual el país es signatario, permiten que
en las tres poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo, Judicial), así como en los gobiernos
municipales y organismos descentralizados, la sociedad pueda, a veces de cerca, a veces
de lejos, dar seguimiento a la gestión pública.

La Constitución

Existe una normativa general que ampara el derecho al control social, asentada en principios
y derechos constitucionales básicos, como son la separación de poderes, la soberanía
popular, la elección popular, la responsabilidad del funcionario y la indelegabilidad de
las funciones públicas, el derecho a la información, la libertad de expresión. Esta normativa
es, sin embargo, muy general.

Más preciso es el articulado constitucional (Art. 55:22) que obliga al Presidente de la
República a rendir cuenta cada año ante el Congreso Nacional, y manda a la Cámara de
Cuentas (Art. 79) a “examinar las cuentas generales y particulares de la República”, para
ser enviadas al Congreso; cuentas o informes de los cuales se puede servir la sociedad
civil, para ejercer, vía la opinión pública, y si es pertinente por ante los tribunales de la
República, un control social a posteriori.

En la Constitución, sin embargo, no existe una definición e instrumentos explícitos de
control social por parte de las organizaciones de la sociedad civil. Constituye una
excepción, quizá, el artículo 67 que permite la acción directa de inconstitucionalidad de
una ley, decreto, reglamento, que puede ser elevada por ante la Suprema Corte de Justicia
por cualquier organización social reconocida legalmente, como ya ocurrió el 27 de agosto
de 1998 cuando 15 organizaciones de la sociedad civil solicitaron una declarativa de
inconstitucionalidad de varios artículos de la ley 327-98 de Carrera Judicial y de la ley
169-97 del Consejo de la Magistratura, solicitud que al ser aceptada por la Suprema
Corte de Justicia constituye un precedente importante para la acción de la sociedad civil
en pro de un Estado de Derecho.
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Participación en Organos de Dirección

La modalidad más recurrente existente en la República Dominicana, desde el punto de vista jurídico,
por medio de la cual se puede llegar a ejercer un determinado control social, es el de la participación
en órganos de dirección colegiados de diferentes instancias de la gestión pública.

Ley Orgánica de Educación

La forma más desarrollada en este sentido es la contemplada en la Ley 66-97 o Ley Orgánica de
Educación, la cual, al establecer el Consejo Nacional de Educación, las Juntas Regionales de
Educación, las Juntas Distritales de Educación y las Juntas de Centro Educativo, donde participan
diversos representantes de la sociedad civil con amplias facultades en lo relativo a la planificación,
gestión y evaluación, ofrece un escenario para vigilar y pedir cuentas sobre la marcha de la educación
pública y privada (un análisis detallado sobre las funciones de estas Juntas de Educación se encuentra
en: Faustino Collado, Retos de la Democracia, 1999).

Salud

En el área de la salud, en el Consejo Nacional de Salud, en el Consejo Nacional de Población y
Familia, en el Instituto Nacional de Epidemiología, en la Comisión Nacional de Lactancia Materna,
entre otros órganos, se contempla la participación de la Asociación Médica Dominicana y otras
instancias sociales.

El Decreto 308-97 que crea la Comisión Ejecutiva para la Reforma del Sector Salud, incluye dos (2)
representantes de las organizaciones No Gubernamentales prestadoras de servicios de salud.

La Ley 14-94 o Código de Niños, Niñas y Adolescentes, prevé en el Organismo Rector del Sistema
de Protección, y en los Consejos Regionales de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes la
participación de las ONG´S y de organizaciones representativas de los diferentes sectores sociales.

Otras áreas del Ejecutivo

Semejante participación se encuentra en las áreas del deporte (Ley 97 del 1975) turismo (Ley 541
del 1969), normas y sistemas de calidad (Ley 602 del 1977), Comisión para la Reforma y
Modernización del Estado (Decreto 484-96), agricultura (Ley 8 de 1965), parques nacionales (Ley
67 del 1974), medio ambiente (Ley 64-00 del 2000).

Rama Legislativa

En el Congreso Nacional existe el mecanismo de las vistas públicas, espacio de intercambio con los
legisladores que, aunque de carácter optativo y no permanente, sirve para dar seguimiento a la labor
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legislativa (ver Reglamentos Internos del Senado, artículo 51, y de la Cámara de Diputados,
artículo 54).

Rama Judicial

La Rama Judicial parece ser el área de la gestión pública donde en breve tiempo (1997-2001) ha
avanzado más la posibilidad del control social, tanto de sus propios órganos, que son los tribunales,
como de todas las demás áreas del Estado, dada la facultad de garante de la legalidad que tiene la
Justicia en nuestro ordenamiento jurídico.

Ya se habló de las enormes posibilidades que ofrece la acción directa en inconstitucionalidad,
contemplado en el artículo 67 de la Constitución; ahora, en febrero de este año la Suprema Corte de
Justicia realiza un gran aporte al Estado de Derecho, y por tanto a las posibilidades de control ante
los posibles excesos de los funcionarios públicos, al establecer el Recurso de Amparo, basándose en
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que es ley en nuestro país a través de la
Resolución No. 739 del 25-12-77 del Congreso Nacional.

Esta misma Convención permite a las organizaciones sociales acudir a la Comisión y a la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, cuando los recursos internos están agotados (Ver artículos
44 y 46).

Observación Electoral

La observación electoral realizada en 1996 y 1998, amparada en las resoluciones del 14 de mayo de
1996 y en la Resolución 29-98 de la Junta Central Electoral, y realizada por organizaciones de la
sociedad civil, es una forma de control a la gestión electoral y al ejercicio de los partidos políticos.

Organismos Autónomos y Descentralizados

Hay muy poca normativa legal que, de manera directa, ampare el control social en estos organismos;
aquí opera sobre todo la representación privada e individual a discreción del Presidente de la
República, y alguna representación de sectores organizados.

Las sesiones públicas de las Salas Capitulares de los Ayuntamientos (Ley 3455, artículos 17 y 19),
que algunos ayuntamientos han convertido en Cabildos Abiertos, posibilitan cierto control de la
gestión municipal, aunque esta oportunidad que ofrece la ley es de poco uso por la sociedad civil.

Una nueva posibilidad de participación y control social se abre con la creación del Instituto
Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL) , donde según el artículo 81.1 los usuarios
deben tener un delegado en el Consejo Directivo.
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Propuestas de Control Social

De las organizaciones de la sociedad civil cuyos documentos fueron consultados, así como sus
planteamientos, recogidos en el documento Un Proyecto de Nación del Diálogo Nacional, en unas
25 se pudo captar propuestas de control social de la gestión pública. También se consultaron
documentos de redes de ONG´S que representan decenas de instituciones, como son las redes Diálogo
por la Reforma, INSALUD, Coordinadora de ONG´S del Area de la Mujer y la Red de Redes de
ONG´S.

Se han recogido en este estudio 52 propuestas diferenciadas, las cuales se han subdividido en las
siguientes áreas: presupuesto, junta monetaria, privatización, educación y políticas sociales,
municipios, función electoral y legislativa, justicia, medio ambiente, representación y participación,
acceso a la información, salud, mujer.

Las propuestas aquí recogidas van dirigidas, en una buena parte, al aspecto legal, tanto en la
modificación de leyes vigentes para descentralizar las funciones públicas y posibilitar la transparencia
(Ley Orgánica de Presupuesto No. 531, Ley sobre la Junta Monetaria, Ley 3455 de Organización
Municipal, Ley Electoral 275-97), así como a la propuesta reiterada de que se discuta y apruebe una
Ley de Participación Social o Ley de Participación Comunitaria en la gestión municipal, para crear
mecanismos de participación, tales como: la consulta popular, los cabildos abiertos, el plebiscito, el
referéndum, las asambleas electivas, la revocación.

Hay mucho interés en una Constituyente de elección popular y en  una relación orgánica y cotidiana
con los legisladores y los regidores, así como que los ciudadanos y ciudadanas y las organizaciones
sociales tengan iniciativa legislativa tras cumplir con determinados requisitos.

Se valora en alto grado la creación de nuevos órganos de gestión compartida como son: los Consejos
de Desarrollo Municipal, los Consejos de Salud, los Consejos para las Areas Protegidas, Consejos
Consultivos Municipales.

Hay conciencia de que, para ejercer el control social, se requiere incrementar la organización social,
institucionalizar las organizaciones existentes, ampliar las coordinaciones y redes, ampliar la
movilización social (convocar un nuevo congreso del Plan Decenal de Educación), y elevar el
prestigio de un liderazgo social creíble.

La sociedad civil, al parecer, aunque presenta propuestas de control de la gestión pública como las
de realizar la auditoria parlamentaria, las auditorias médicas, creación de guías y mecanismos de
información pública, etc., se inclina por un control social desde dentro, es decir, teniendo alguna
presencia en los órganos públicos donde se toman las decisiones y se ejecutan las políticas públicas.

Este control social desde dentro tiene la ventaja de ser más directo, de más fácil acceso, y por tanto
más amplio, pero ofrece la desventaja o el riesgo de la pérdida de independencia y de la criticidad al
ver las cosas “desde dentro”, sobre todo cuando hay un involucramiento en la ejecución. Buscar un
punto medio es uno de los retos de la sociedad civil que aspira a la transparencia de la
gestión pública.
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6. Hallazgos

Parte I:

1. Hay una gran variedad de instrumentos jurídicos que posibilitan el control social de la
gestión pública.

2. La relación establecida a través de estos instrumentos entre el Estado y la Sociedad
Civil, puede clasificarse de la siguiente manera:

a) Relación de Cogestión

b) Relación Deliberativa

c) Relación Asesora

d) Relación Consultiva

e) Relación Informativa

f) Relación de Observación Interna

g) Relación de Observación Externa

h) Relación de Petición

i) Relación de Vigilancia

3. En algunos órganos de gestión pública se da más de una relación al mismo tiempo,
haciendo más factible el control social. Por ejemplo, es lo que ocurre en el Organismo
Rector del Sistema de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, y se da, con más
amplitud, en las Juntas de Educación.

4. También ocurre, en algunos casos, que una organización social está en varias instancias
de gestión pública, estableciendo, por tanto, varios tipos de relación con el Estado, lo
que la sitúa en una buena posición para llevar a cabo el control social; son los casos de
los gremios profesionales AMD, CODIA, ANPA, ADP, la ONG PRO-FAMILIA; las
iglesias están en varias instancias, principalmente la Iglesia Católica.

5. Aunque en varias normas de más antigüedad se restringe y diluye la posibilidad del
control social (Leyes 3455 de Organización Municipal, 3897 de Finanzas, 675 de
Urbanismo, Ornato y Construcciones, etc.), no se puede afirmar que a mayor antigüedad
de la ley o norma mayor es la dificultad para el control social, pues en leyes también
recientes existe la misma dificultad (Leyes 11-92 de Tributación, 17-97 del Presupuesto
Municipal, Decreto 117-98 de las Direcciones Provinciales de Salud, etc.).
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6. Se debe reconocer, sin embargo, que en los últimos años las legislaciones que propician y
posibilitan el control social por las OSC vienen en aumento, sobre todo al nivel de decretos.

7. Viendo los datos del siguiente cuadro se puede constatar que la década de los 90 ha sido la más
productiva en los diferentes tipos de normas, especialmente de los decretos de la Rama Ejecutiva,
exceptuando la década del 60 donde primaron las leyes.(*)

Cantidad y Tipos de Normas Según Década
 Que Posibilitan el Control Social

8. En cuanto a los órganos específicos donde se posibilita el control social, lo más común es la
participación en los Consejos, Directorios, Juntas Directivas, Comisiones, Juntas, Comités,
Vistas Públicas.

9. Hay unos 23 Consejos Directivos donde se ha dado participación a instituciones y/o personas.
De estos 23 Consejos, en 19 de ellos se encuentran representadas instituciones que no son todas
organizaciones sin fines de lucro, como son los casos de las Asociaciones de Ahorros y Préstamos,
las Asociaciones de Colonos, de Hacendados, las Asociaciones de Industrias, de Navieros.

10. Los consejos antes referidos, entran dentro de la categoría de deliberativos, señalados en el
punto 2; dentro de esa categoría caben también algunos Directorios, Juntas Directivas y
Comisiones, que la única diferencia con los Consejos es el nombre.  En este sentido, se hallaron
14 de estos organismos deliberativos donde existe alguna representación privada, social o
individual que posibilita el control social vía el conocimiento y verificación del funcionamiento
interior de las instituciones. En total suman 37 los mecanismos deliberativos.

11. La segunda categoría de control social más común es la consultiva, cuyo mecanismo más
recurrente es el Comité o Comisión Asesora. Se registran ocho (8) de estos comités, donde
participan en cuatro de ellos organismos sociales sin fines de lucro.

(*) No se descarta que existan otras normas jurídicas no registradas en este trabajo.
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12. Se han creado mecanismos recientes bajo la modalidad de la observación (observación
electoral, observación del proceso de concesión al sector privado de los aeropuertos). En la
primera participan OSC, en la segunda participan personas a título individual.

13. Lo que en el punto dos (2) se clasificó como observación interna, cubre las comisiones de
concursos públicos (2) y la reciente modalidad del grupo de observadores del concurso de
concesión de los aeropuertos.

14.  Hay algunos mecanismos contemplados completamente indefinidos, como son los casos de las
comisiones previstas en el artículo 24 de la Ley de Organización Municipal (3455), las Juntas
Consultivas contempladas en cada oficina de planificación de los ayuntamientos (Ley 6232), la
representación ante la Dirección General de Normas (DIGENOR) y la representación en el
Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL).

15. Hay otros casos definidos como posibilidad de control social, sobre la base de una interpretación
del texto de la ley, acogiéndonos, además, al principio jurídico constitucional de que lo que no
está prohibido está permitido.  Es el caso de la comisión prevista en el artículo 17 de la ley 3897,
del año1954, para “comprobar la exactitud y legalidad de la contabilidad y los fondos de la
Tesorería Nacional”. Este artículo no precisa los integrantes de la comisión, que bien podrá
tener una OSC. En este contexto entra también lo contemplado en el punto anterior (14).

16. Un hallazgo importante es el de las posibilidades de control social de la gestión pública vía la
Rama Judicial, que las organizaciones sociales pueden ejercer a través de: 1. Acción directa en
inconstitucionalidad, 2. Recursos de amparo, 3. Peticiones ante la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, 4. Recurso contencioso - administrativo.

17. De todos los casos contemplados, que según el cuadro del punto 7 son 75, las organizaciones
sociales sin fines de lucro están participando o pueden participar en órganos permanentes con
posibilidades de control social, en unos 28 mecanismos, para un 37%. Evidentemente, lo
anterior entraña una discusión conceptual, pues, si se incluye a otras instancias orgánicas privadas
como la Asociación de Industrias, Asociaciones de Productores, Comerciantes, los Sindicatos
de Trabajadores, Asociaciones Cooperativas, ese número aumentará.

En el cálculo anterior no se han incluido las vistas públicas y los cabildos abiertos, por no ser
órganos permanentes.
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 7. Hallazgos

Parte II:

1. Las propuestas de la sociedad civil para el control social de la gestión pública abarcan las
áreas económica, social, política, ambiental, información, judicial y municipal.

2. De las 52 propuestas registradas, la mayoría corresponde a propuestas en el ámbito de la
reforma política, para posibilitar una democracia  participativa, donde esté presente de
manera orgánica la sociedad civil.

3. Hay una gran coincidencia en las OSC en postular el seguimiento cercano a la gestión
pública, y la manera como se aprecia que esto es posible es, fundamentalmente, teniendo
una representación en los diversos órganos estatales.

4. Se plantea representación en la Junta Monetaria, en el Consejo Nacional de Salud, a la
Comisión Nacional de Espectáculos Públicos, en los Consejos Municipales, Juzgados de
Paz, Consejos de Desarrollo Municipales, entre otros.

5. También se plantea representación y participación en mecanismos abiertos como los
cabildos abiertos, consultas populares, asambleas electivas, referendos, plebiscitos,
asamblea constituyente.

6. No se planta, sin embargo, la representación en empresas públicas, instituciones de servicios
y en los organismos autónomos, excepto en los ayuntamientos.

7. Se proponen otros mecanismos interesantes como la auditoría médica, la revocabilidad
del mandato, la iniciativa legislativa, participación en la elección de las autoridades
municipales, todos los cuales son novedosos en nuestro país.

8. Sale a relucir la necesidad de una ley de participación social o participación comunitaria,
de la cual incluso, ya hay un anteproyecto.

9. Otro aspecto que se le presta atención es el de la información, lo cual es vital para el
control social de la gestión pública.
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10. Las OSC cuyos documentos se han consultado, están conscientes de la necesidad de
mejorar su organización, coordinación y liderazgo para ejercer la tarea del control social,
como lo expone la Red de Redes de ONG’s en uno de sus documentos.

11. Las propuestas sobre la descentralización, control, transparencia, rendición de cuentas del
Presupuesto Público, es otra preocupación de las OSC, vía iniciativas legislativas. Llama la
atención, sin embargo, de que en este aspecto no se propone la participación de la sociedad civil
en algún órgano de control del Presupuesto Público.
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8. Observaciones

1. Al observar la abundante legislación y los mecanismos de participación de la sociedad
civil que contempla, advierte que:

a) En algunos casos se incluye la representación privada lucrativa y se excluye la
organización social sin fines de lucro.

b) En algunos casos se incluye la representación de una organización, no importa su
carácter, en otros se incluyen  ciudadanos (as) a título personal.

c) En algunos casos la representación social es importante, por ser deliberativa, interna;
en otros casos es simplemente “asesora”, “consultiva”, para recomendaciones, es
decir, de relleno.

d) En otros casos, simplemente se excluye a la sociedad civil, cuando el día anterior se
le había incluido. Ver casos de CORAAMOCA Y CORAAROM.

e) En algunos casos prima la designación; en otros casos se permite que las OSC elijan
su representante.

En conclusión, no hay una política pública, una política de Estado, ni formulada, ni
aceptada, ni avalada jurídicamente, que posibilite la participación de la sociedad civil
en el control social de la gestión pública, de manera permanente, universal e
institucionalizada.

2. Una parte de la legislación que permite la representación de la sociedad civil, y que
posibilita el control social, es ambigua, imprecisa y limitada, sobre todo en el  nivel
provincial y municipal, en el sistema nacional de planificación y en el ámbito legislativo.

3. Hay prácticas de control social que han surgido en los últimos cuatro (4) años, como la
observación electoral y la observación de licitaciones, que aún no han sido llevadas a
una norma jurídica  firme, como si ha ocurrido en los casos de la Ley de Educación,
Código de Niños, Niñas y Adolescentes, y parece ser ocurrirá en el Código de Salud,
pendiente de aprobación.

4. Como se detalló en los hallazgos de la parte I, en los años 90 ha crecido la normativa
jurídica que posibilita el control social, especialmente en resoluciones, sentencias y
decretos. Ocurre, sin embargo, que ésta normativa no es firme, y puede cambiar de un
gobierno a otro, por lo cual las OSC precisan tomar iniciativas en este sentido.
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5. Más allá de las ventajas de lo establecido jurídicamente para que las  OSC puedan auscultar la
gestión pública, hay que hacer conciencia de que, una cosa es la existencia de la norma, otra la
integración de la sociedad civil al proceso de control social, y otra que este control social se esté
llevando a cabo efectivamente en provecho de la sociedad. En este sentido, hace falta un
diagnóstico al respecto.

6. Si como expresé en el punto uno (1) no existe una política estatal de participación de la sociedad
civil, en la gestión pública, tampoco existe una política de la sociedad civil, de sus coordinaciones
e instancias más representativas para estandarizar y ampliar esa participación. Sus propuestas,
se puede decir, son dispersas.

7. Indudablemente que de parte de las OSC hay desconocimiento de los mecanismos existentes,
pues se proponen muchos nuevos, indudablemente valederos, pero no se menciona el derecho
de participación en muchos de los existentes, o se reclama la renovación,  elección o rotación de
la representación actual.

8. Ese desconocimiento ha llevado a que no se plantee la sustitución de la representación
individual, por una representación institucional reglamentada. La representación individual es
inestable, sólo  es efectiva cuando aparece un (a)  ciudadano (a) de muchas virtudes, que no es
siempre el escogido (a); se prefieren los (as) relacionados (as) y los (as) débiles. De todos
modos, la representación individual es un reconocimiento a la conveniencia de que existan
personas voluntarias, no pagadas, especie de auditores sociales externos que ayuden al buen
gobierno; esta labor se puede hacer  mejor con el apoyo de una OSC.

9. Aunque las propuestas de la Parte II abarcan varias áreas y, en cierto modo son abundantes, se
advierte que muchas de estas propuestas son muy generales, no precisan el objeto a modificar,
la vía, alcance, el tiempo. Por ejemplo, cuando se dice “participación de representantes de la
población en los Juzgados de Paz”, “crear mecanismos de información..”, “incorporar las
provincias, los municipios, las ONGs... en la formulación y ejecución de políticas sociales”, se
esta dando una idea que necesita ser elaborada para convertirla en una propuesta.

10. Por los documentos consultados se advierte que existe una escasa labor de las OSC para el
seguimiento y monitoreo de la gestión pública vía mecanismos externos en cuanto a derechos
humanos, ejecución presupuestaria, gestión legislativa, gestión municipal, etc. seguimiento para
el cual hay abundantes fuentes informativas.

11. No se registraron propuestas y no se conoce algún programa para constatar, dar seguimiento y,
si fuera posible, certificar los bienes o refuerzos individuales de los funcionarios públicos de
alta jerarquía a los cuales obliga la ley a hacer una declaración jurada de bienes al entrar y al
salir del cargo.

12. Por las propuestas registradas se evidencia que las OSC se inclinan por un control social desde
dentro o control orgánico, es decir, teniendo presencia en los órganos públicos donde se toman
decisiones y se ejecutan las políticas públicas.
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Este control social desde dentro ofrece la ventaja de ser más directo, de más fácil acceso, pero
ofrece la desventaja o riesgo de la potencial perdida de independencia y criticidad al ver las
cosas “desde dentro”, sobre todo cuando hay un involucramiento en la ejecución.
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9. Recomendaciones

1. La legislación existente que posibilita el control social de la gestión pública, la cual
es abundante, ambigua, contradictoria, de distinto rango, debiera ser unificada en
una normativa de rango constitucional y legal, para hacerla más permanente,
universal y, por supuesto, más actualizada, acorde con los criterios de la democracia
participativa.

2. La sociedad civil organizada, que ve la importancia para el desarrollo en la existencia
de un sistema de control social de la gestión pública, debe discutir y elaborar una
propuesta de políticas y mecanismos de control social, que contemple, entre otras,
los principios de la universalidad del control interno y externo, el control múltiple, o
sea, el sistema donde todos(as) controlan a todos(as).

3. Las OSC a través de sus redes más representativas, deben concertar con el Estado en
sus tres poderes, así como con los gobiernos municipales y organismos autónomos,
la elaboración de normas de control y la aplicación de mecanismos de seguimiento
como las auditorías sociales periódicas, la rendición de cuentas, etc.

4. Claro está, se necesita conocer las prácticas de control social que se supone se han
venido realizando, a partir de la representación de OSC en Consejos, Directorios,
Comisiones, Comités. Se desconoce la vigencia de estos mecanismos, si se han
constituido, si se reúnen, si cumplen con su función, si las OSC seleccionadas se han
integrado a los distintos órganos, y cuál ha sido su labor en la dirección de ejercer el
derecho de control.

5. Aparte de la normativa general o sombrilla que debe existir a nivel constitucional y
una ley de participación, se requiere elaborar propuestas de modificación de leyes y
decretos vitales para la participación sectorial, y que deberán ser presentados tan
pronto se apruebe la reforma constitucional o una ley de participación.

6. Entre esas leyes y decretos vitales se encuentran:

• Ley 3455 de Organización Municipal

• Ley 675 de Ornato, Urbanismo y Construcciones

• Ley 531 de Presupuesto Público

• Ley 6232 de Planificación Urbana

• Decreto 613-97 sobre los Consejos de Desarrollo Provinciales
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• Decreto 117-98 que crea las Direcciones Provinciales de Salud

• Ley 11-92 del Código Tributario

• Ley 55 del Sistema Nacional de Planificación

7. Dado que en el actual modelo económico se privilegia el mercado, los consumidores pasan a ser
cada vez más importantes, adquiriendo mayores derechos.  En este sentido se precisa modificar
la ley 602 del 1977, para que en el control de normas y calidad haya una presencia significativa
de OSC representativas de los consumidores; estas organizaciones deben ser elegidas por la
propia sociedad civil; lo mismo que en la Comisión Nacional para el Fomento del Cultivo
del Arroz.

8. En el mismo tenor, dada la importancia de las telecomunicaciones en la época actual, se precisa
proponer un reglamento que complemente a la ley 153-98 que crea el Instituto Dominicano de
las Telecomunicaciones, de tal manera que en su Consejo Directivo esté un (a) usuario (a)
elegido (a) por las OSC.

9. En general, de inmediato, las OSC deben plantear al gobierno y a los organismos autónomos,
una sustitución de la representación personal por la representación institucional o una
cohabitación, sobre todo en aquellos casos donde la norma jurídica solo hace referencia a la
“representación del sector privado”, o a tantos “ miembros nombrados por el Poder Ejecutivo”,
como son los casos de los Consejos Directivos del Instituto Nacional de la Vivienda, del INDRHI,
la Junta Monetaria, el Banco de Reservas, Banco Agrícola, Banco Nacional de la Vivienda.

10. En el mismo sentido, debe elaborarse una propuesta para que en la Comisión que contempla la
ley 3897 del 1954 sobre la Tesorería Nacional para “ comprobar la exactitud y legalidad de la
contabilidad”, esté una representación de las OSC.

11. A tenor de lo planteado en el punto 12 de las observaciones, las OSC deben consensuar una
normativa para que el control social desde dentro, o control orgánico, no mengüe la independencia
y la criticidad de las OSC, acerca del organismo público en el cual participa; asimismo, crear
nuevos programas y proyectos, pero siempre relacionados a su naturaleza y perfil social, para
incluir el control social de la gestión pública como un nuevo servicio que va a incidir
positivamente en todos sus demás servicios.

     Se trata de buscar un punto medio para especializar OSC en el control social interno, y otras
OSC en el control social externo; sin descartar que unas OSC puedan hacer las dos funciones,
dependiendo del grado de institucionalización que tengan.
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coordinación de más de 40 ONG´S que realizan labores en el área de la salud. En su memoria anual

se recogen sus planteamientos sobre su visión de la sociedad, el diálogo político y la reforma.

19. Asociación Medica Dominicana, Revista AMD Gremial, año 24, No. 1-2, Abril de 1998, Pág. 7-8.

El actual presidente de la AMD postula el sistema integrado de salud, con una alternativa en el

contexto de las reformas al sector salud, para lo cual hace 18 propuestas, insistiendo en la

descentralización.

20. Idem.

21. Idem.

22. Supra 13, Pág. 235. *

23. Idem. *

24. Centro de Estudios P. Juan Montalvo, Planes de Acciones Prioritarias en el Combate a la Pobreza

Critica, 1996, en Un Proyecto de Nación, Diálogo Nacional, 1998, Pág. 263. *

25. Centro de Estudios P. Juan Montalvo, Papel de la Sociedad Civil en la Reforma Municipal, Revista

Estudios Sociales, Vol. XXIX, enero – marzo, 1996, en Un Proyecto de Nación, Diálogo Nacional,

1998, Pág. 269. *

26. Unión de Vecinos Activos, Ante Proyecto de Ley "Participación Comunitaria en la Gestión

Municipal", Grafitaller, Santo Domingo, 1996, Pág. 11. Este Anteproyecto fue elaborado con la

participación de decenas de organizaciones de base de la parte Oeste de la ciudad de Santo Domingo,

estableciendo su artículo 7 un total de 5 modalidades de participación en la gestión municipal.

27. Idem.
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28. Ciudad Alternativa, Memorias, Febrero, 1997, en Un Proyecto de Nación, Diálogo Nacional, 1998,

Pág. 442. *

29. Supra 8.

30. Idem, No. 12, septiembre, 1994.

31. Supra 13. *

32. Supra 14.

33. Supra 1, Pág. 265. *

34. Abreu, Fabio / González Camacho, Ricardo, Los Derechos y los Deberes del Ciudadano en la

Cotidianidad, CUEPS – PUCMM, Primera Edición, 1995, Editora Búho, Santo Domingo, Pág. 19.

35. Consejo Nacional de la Empresa Privada, Agenda Empresarial para el Desarrollo Integrado, 1995,

en Un Proyecto de Nación, Diálogo Nacional, 1998. *

36. Supra 13. *

37. Instituto Tecnológico de Santo Domingo, Una Estrategia para la Viabilidad de la Reforma Política,

1997.

38. Supra 30.

39. Participación Ciudadana, Proyecto "Democratización de la Cultura y las Prácticas Políticas". Plan

de Trabajo 1998-1999. Programa de Transparencia Parlamentaria. Este proyecto incluye importantes
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acciones en las áreas de reforma judicial, municipal constitucional y en la educación ciudadana.

40. Centro para la Democracia, Periódico Orientación Democrática, año 1, No. 2, 1990.

41. Diálogo por la Reforma (Coordinación de ONG´S), Por la Vigencia de los Derechos Humanos y

Ciudadanos, Impresora Mediabyte, Santo Domingo, 1997, Pág. 7,8. En este documento se establece

una estrategia para impulsar la asamblea constituyente y la democratización del Estado.

42. Grupo de Acción por la Democracia, Agenda Nacional de Desarrollo, Vol. I, Junio, 1996, en Un

Proyecto de Nación, Diálogo Nacional, 1998, Pág. 362. *

43. Idem, Propuestas para la adopción de un plan de acción para el mejoramiento de la justicia en

República Dominicana, Agenda Nacional de Desarrollo, Vol. II, CUEPS, 1996, en Un Proyecto de

Nación, Diálogo Nacional, 1998, Pág. 362. *

44. FINJUS, Estudio Sobre el Ministerio Público, Editora AA, Santo Domingo, Marzo 1998, Pág. 7.

45. Supra 43. *

46.  Grupo Jaragua, Pronatura, Progressio, Enda Caribe, Sureña, entre otras, Documento Consulta sobre

Ante proyecto de Ley para la modificación de la Ley 67 que regula las áreas protegidas, en Un

Proyecto de Nación, Diálogo Nacional, Pág. 553. *

47. Centro Dominicano de Educación Ecológica (CEDECO), Rediseño Institucional y Planificación

Estratégica, Editora Búho, Santo Domingo, Febrero 1998, Pág. 26. Este documento presentado en

la IV sección de la Asamblea Anual Ordinaria, contiene las líneas de acción para el período

1997-2000.

48. Centro de Estudios Sociales P. Juan Montalvo, Boletín Bimensual "Democracia es Participar",

No. 21, Noviembre 1997, Pág. 6. En esta publicación se hace un balance del proceso de reforma y

de las tareas pendientes de la sociedad civil.
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49. Fundación Pro – Conuco, Bajabonico Arriba, Altamira, Puerto Plata, Boletín Informativo el Conuco,

No. 8, Abril 1998, La Democracia desde la perspectiva de las comunidades campesinas, Pág. 6.

50. Junta de Desarrollo Comunal (COMA), Villa Mella, Distrito Nacional, Boletín Informativo

Pro – Municipio, año 1, No. 2, octubre 1997, Pág. 1. Esta organización comunitaria en lo que llama

"El Camino de la Renovación", realiza diversas propuestas de reformas del Estado.

51. Fundación de Desarrollo de Villa Altagracia, Boletín FUDEVA Informa, año III, No. 7, septiembre

de 1997, Pág. 12, En este documento se hacen precisiones sobre la iniciativa del gobierno de impulsar

la creación de Consejos de Desarrollo Provincial y Municipal. Ver también, fundación solidaridad,

"Municipalidad y Participación Comunitaria", Editorial Gente, Santo Domingo, Abril 1997,

Pág. 31. En este documento el Lic. Pedro Hernández hace un estudio sobre la participación  y la

representación política a nivel local.

52. Supra 14, Pág. 20.

Nota: Todas las citas identificas con asterisco (*) se encuentran en el documento "Un Proyecto de

Nación", editado en 1998 por la Unidad de Análisis Estado – Sociedad, de la Presidencia de la República,

y que recoge una parte importante de las propuestas que ha realizado la sociedad civil en los últimos

años sobre los más variados aspectos del desarrollo de la sociedad dominicana.


